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cho.–Artículo 12 de la Ley Hipotecaria y resoluciones de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 26 de mayo de 2001, 17 de 
enero y 8 de junio de 2002. En su virtud, acuerda denegar la inscripción 
interesada en el precedente documento. Contra la nota de calificación 
negativa puede recurrirse ante la Dirección General de los Registros y del 
Notariado en el plazo de un mes desde la fecha de la notificación de esta 
calificación por el procedimiento establecido en los artículos 322 y 
siguientes de la Ley Hipotecaria y 112 y siguientes de su Reglamento; 
Ayamonte 19 de enero de 2006.

III
Contra la anterior nota de calificación se interpuso recurso en el que 

alega que del tenor de la «escueta calificación» no es capaz de detectar la 
«falta de precisión» que encuentra el Señor Registrador, resultando 
incluso difícil subsanar el defecto ya que no sabe si la falta de precisión es 
aritmética, semántica o de concepto o meramente sintáctica o gramatical. 
Concluye su escrito señalando que tratándose de una mera diferencia de 
apreciación fáctica, con la misma «brevedad» eleva el recurso a esta 
Dirección General.

IV
Con fecha 8 de marzo de 2006, con entrada en este Centro directivo el 10 

del mismo mes, el Registrador de la Propiedad de Ayamonte emite el pre-
ceptivo informe, por mantener la nota de calificación recurrida y elevó el 
expediente a esta Dirección General para su resolución.

Fundamentos de Derecho
Vistos los artículos 24 y 103 de la Constitución; 12, 18, 19 bis, 326 y 327 

de la Ley Hipotecaria; 17 bis de la Ley del Notariado; 43 de la Ley de Pro-
cedimiento Administrativo de 17 de julio de 1958; 54, 58 y 59 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administracio-
nes Públicas y del Procedimiento Administrativo Común; las Sentencias 
del Tribunal Supremo de 3 de octubre de 1988, 30 de diciembre de 1989 y 2 
de marzo de 1991 y las Resoluciones de 25 de junio de 2001, 17 de enero y 
8 de junio de 2002, 23 de enero, 8 de febrero, 17 de noviembre de 2003, 14, 
15, 17, 20, 21 y 22 de septiembre, 14, 15, 18, 19, 20, 21 y 22 de octubre de 
2004 y 10 de enero, 3, 4, 9, 21, 22 y 23 de febrero, 12, 14, 15, 16 y 28 de 
marzo, 1 y 28 de abril, 4 (1.ª y 2.ª), 5 (1.ª), 18 (2.ª), 19, 20 (3.ª y 4.ª), 21 (1.ª, 
2.ª, 3.ª y 4.ª), 23 (1.ª, 2.ª y 3.ª) y 28 de mayo, 17 de junio y 17 de octubre de 2005 
y 14 de julio de 2006, entre otras.

1. Antes de entrar a resolver sobre la inscripción o no de la escritura 
calificada, conviene realizar una serie de precisiones acerca del conte-
nido de la calificación y de su necesaria motivación.

A tal efecto, resulta interesante destacar que las innovaciones introdu-
cidas en el procedimiento registral por las Leyes 24/2001, de 27 de diciem-
bre, y 24/2005, de 18 de noviembre, que supusieron la modificación de 
numerosos preceptos de la Ley Hipotecaria, tuvieron por objeto la aplica-
ción a dicho procedimiento de las mínimas garantías que cualquier admi-
nistrado ha de disfrutar frente a una Administración cuando se relaciona 
con ella; así, debe recordarse una vez más, que los Registros de la Propie-
dad, Mercantiles y de Bienes Muebles, son Administración a estos efectos.

Por ello, se modificó la Ley Hipotecaria en el sentido de exigir, por 
ejemplo, que la calificación negativa se motivara (párrafo segundo del 
artículo 19 bis de la Ley Hipotecaria), de modo que en dicha calificación 
se hicieran constar íntegramente las causas suspensivas o denegatorias y 
su motivación jurídica ordenada en hechos y fundamentos de derecho.

Resulta palmario, por tanto, que el Legislador pretendió aplicar a la 
calificación del Registrador las mismas exigencias que pesan sobre cual-
quier órgano administrativo cuando dicta un acto administrativo, pues es 
evidente el paralelismo existente entre dicho artículo 19 bis de la Ley 
Hipotecaria y, por ejemplo, los artículos 54 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, y 103.3 de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria.

En consecuencia, lo primero que procede destacar es que sobre el 
Registrador pesa el deber ineludible de motivar su calificación cuando es 
de carácter negativo, pues su consecuencia no supone sino la denegación 
de un derecho del ciudadano –inscripción del hecho, acto o negocio jurí-
dico documentado en el título–. Por ello, deben exigirse al funcionario 
calificador, en orden al cumplimiento de su deber de motivar la califica-
ción, las mismas exigencias y requisitos que a cualquier órgano adminis-
trativo y que se resumen, esencialmente, en dos: la denominada tempesti-
vidad (esto es, que sea oportuna en tiempo) y la suficiencia de la 
motivación ofrecida.

Por lo que este segundo requisito se refiere, esta Dirección General, en 
las Resoluciones de 23 de enero, 8 de febrero y 17 de noviembre de 2003, 
14, 15, 17, 20, 21 y 22 de septiembre, 14, 15, 18, 19, 20, 21 y 22 de octubre 
de 2004 y 10 de enero de 2005, entre otras más recientes reseñadas en los 
«Vistos» de la presente, ha acotado qué debe entenderse por suficiencia 
de la calificación negativa, con plena aplicación de la jurisprudencia del 

Tribunal Supremo que ha interpretado tanto el artículo 43 de la venerable 
Ley de Procedimiento Administrativo, de 17 de julio de 1958, como el 
artículo 54 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común.

En el presente caso, aun cuando la excesiva parquedad de los funda-
mentos de derecho expresados en la calificación impugnada pudiera lle-
var a la conclusión de su insuficiente motivación, con la lógica conse-
cuencia de la anulación de la calificación y la devolución del expediente 
al funcionario calificador, para que ésta volviera a calificar el título pre-
sentado cumpliendo con la exigencia de motivación, lo cierto es que 
según, viene admitiendo este Centro Directivo, conforme a la doctrina del 
Tribunal Supremo, cabe decidir sobre el fondo del recurso cuando la inte-
gridad del expediente así lo permita (Sentencias de 3 de octubre de 1988, 
30 de diciembre de 1989 y 2 de marzo de 1991); todo ello, en aras de evitar 
una dilación innecesaria, con el consiguiente daño al interesado en la 
inscripción.

2. Por lo que a la cuestión de fondo se refiere, se trata de una escri-
tura de ampliación de préstamo y consiguiente modificación de la hipo-
teca que lo garantiza, en la cual, tras hacer constar las distintas cantidades 
que por los diferentes conceptos (capital, intereses remuneratorios, inte-
reses moratorios, costas y gastos del procedimiento) pasa a responder la 
finca por la parte ampliada del préstamo (artículo 12 de la Ley Hipotecaria y 
Resoluciones de este Centro directivo de 17 de enero y 8 de junio de 2002), se 
consigna a continuación la responsabilidad hipotecaria total, tras la 
ampliación efectuada, volviendo a distinguir las cantidades correspon-
dientes a los distintos conceptos, «por el préstamo primitivo» y «por la 
ampliación efectuada en la presente». El Registrador deniega la inscrip-
ción porque «no se determina con precisión las nuevas responsabilidades 
objeto de la garantía».

El defecto expresado no puede ser mantenido. Cierto es que hubiera 
sido deseable que tras la especificación de la parte de responsabilidad 
hipotecaria correspondiente al préstamo inicial y a la parte ampliada del 
mismo, se hubiera consignado la total resultante por la suma de ambas, 
pero no puede mantenerse que con la fórmula finalmente empleada, no 
puede entenderse determinadas con precisión las nuevas responsabilida-
des objeto de la garantía, toda vez que para ello, basta realizar una simple 
operación matemática sumatoria por parte del funcionario calificador, 
pues como ya dijera este Centro Directivo en diversas resoluciones (vid. 
por todas la de 25 de junio de 2001) el Registrador no puede modificar ni 
integrar o configurar el contrato en todos sus aspectos, pero si interpre-
tarlo en la búsqueda de la verdadera voluntad de las partes, insuficiente u 
oscuramente expresada, la cual debe realizarse en todo caso, y, salvo que 
se exija la constancia expresa en el título de cierta circunstancia o dato 
esencial para la valida constitución de la relación o derecho de que se 
trate (cfr., por ejemplo, artículo 54 Reglamento Hipotecario sobre deter-
minación de cuotas de los condominos) será posible inducir tal circuns-
tancia o dato en caso de omisión expresa, aplicando las pautas del Código 
Civil sobre interpretación de los negocios, lo que no ha de confundirse 
con la conjetura o presuposición de voluntad sin base alguna. De esa 
forma se evita la reiteración de trámites costosos e innecesarios y que no 
proporcionan garantías adicionales, manteniendo con ello la validez de 
los actos jurídicos en la medida en que no lesionen ningún interés legí-
timo, así como la necesidad de facilitar la fluidez del tráfico jurídico, todo 
lo cual debe conducirnos a convenir en la improcedencia de elevar la 
discrepancia debatida a la categoría de defecto obstativo de la inscripción 
de la escritura calificada.

Esta Dirección General ha acordado estimar el recurso interpuesto.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir 
mediante demanda ante el Juzgado de lo Civil de la capital de la provincia 
del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su noti-
ficación, siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo ello con-
forme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 10 de octubre de 2006.–La Directora General de los Registros 
y del Notariado. Pilar Blanco-Morales Limones. 

 19568 RESOLUCIÓN de 13 de octubre de 2006, de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, en el recurso 
interpuesto por el notario de Sevilla don Arturo Otero 
López-Cubero contra la negativa del Registrador de la Pro-
piedad de Ayamonte, a inscribir una escritura de amplia-
ción y modificación de préstamo hipotecario.

En el recurso interpuesto por el Notario de Sevilla don Arturo Otero 
López-Cubero contra la negativa del Registrador de la Propiedad de Aya-
monte, don Salvador Guerrero Toledo, a inscribir una escritura de amplia-
ción y modificación de préstamo hipotecario.
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Hechos

I

En escritura autorizada por el Notario de Sevilla don Arturo Otero 
López-Cubero el día 24 de noviembre de 2005, n.º 9455 del orden de su 
protocolo, Caja de Ahorro y Monte de Piedad de Madrid y los cónyuges 
don Antonio Blanch Domínguez y doña Marina Rosa Mora Hernández 
convinieron en ampliar el préstamo hipotecario del que éstos últimos 
eran deudores, modificando la responsabilidad hipotecaria de la finca, de 
manera que se especifica que tras la ampliación efectuada la responsabi-
lidad hipotecaria total es la que se consigna distinguiendo los diferentes 
conceptos de que responde la finca por el préstamo primitivo y los corres-
pondientes a la ampliación efectuada.

II

Presentada la primera copia de esa escritura en el Registro de la Pro-
piedad de Ayamonte, fue calificada con la siguiente nota: el Registrador 
de la Propiedad que suscribe, previo examen y calificación de la prece-
dente escritura, de conformidad con los artículos 18 y 19 bis de la Ley 
Hipotecaria, hace constar: Hechos.–No se determinan con precisión las 
nuevas responsabilidades objeto de la garantía; Fundamentos de dere-
cho.–Artículo 12 de la Ley Hipotecaria y resoluciones de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 26 de mayo de 2001, 17 de 
enero y 8 de junio de 2002. En su virtud, acuerda denegar la inscripción 
interesada en el precedente documento. Contra la nota de calificación 
negativa puede recurrirse ante la Dirección General de los Registros y del 
Notariado en el plazo de un mes desde la fecha de la notificación de esta 
calificación por el procedimiento establecido en los artículos 322 y 
siguientes de la Ley Hipotecaria y 112 y siguientes de su Reglamento; 
Ayamonte 2 de febrero de 2006.

III

Contra la anterior nota de calificación se interpuso recurso en el que 
alega que del tenor de la «escueta calificación» no es capaz de detectar la 
«falta de precisión» que encuentra el Señor Registrador, resultando 
incluso difícil subsanar el defecto ya que no sabe si la falta de precisión es 
aritmética, semántica o de concepto o meramente sintáctica o gramatical. 
Concluye su escrito señalando que tratándose de una mera diferencia de 
apreciación fáctica, con la misma «brevedad» eleva el recurso a esta 
Dirección General.

IV

Con fecha 8 de marzo de 2006, con entrada en este Centro Directivo el 
10 del mismo mes, el Registrador de la Propiedad de Ayamonte emite el 
preceptivo informe, por mantener la nota de calificación recurrida y eleva 
el expediente a esta Dirección General para su resolución.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 24 y 103 de la Constitución; 12, 18, 19 bis, 326 y 327 
de la Ley Hipotecaria; 17 bis de la Ley del Notariado; 43 de la Ley de Pro-
cedimiento Administrativo de 17 de julio de 1958; 54, 58 y 59 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administracio-
nes Públicas y del Procedimiento Administrativo Común; las Sentencias 
del Tribunal Supremo de 3 de octubre de 1988, 30 de diciembre de 1989 y 2 
de marzo de 1991 y las Resoluciones de 25 de junio de 2001, 17 de enero y 
8 de junio de 2.002, 23 de enero, 8 de febrero, 17 de noviembre de 2003, 14, 
15, 17, 20, 21 y 22 de septiembre, 14, 15, 18, 19, 20, 21 y 22 de octubre de 
2004 y 10 de enero, 3, 4, 9, 21, 22 y 23 de febrero, 12, 14, 15, 16 y 28 de 
marzo, 1 y 28 de abril, 4 (1.ª y 2.ª), 5 (1.ª), 18 (2.ª), 19, 20 (3.ª y 4.ª), 21 (1.ª, 
2.ª, 3.ª y 4.ª), 23 (1.ª, 2.ª y 3.ª) y 28 de mayo, 17 de junio y 17 de octubre de 2005 
y 14 de julio de 2006, entre otras.

1. Antes de entrar a resolver sobre la inscripción o no de la escritura 
calificada, conviene realizar una serie de precisiones acerca del conte-
nido de la calificación y de su necesaria motivación.

A tal efecto, resulta interesante destacar que las innovaciones introdu-
cidas en el procedimiento registral por las Leyes 24/2001, de 27 de diciem-
bre, y 24/2005, de 18 de noviembre, que supusieron la modificación de 
numerosos preceptos de la Ley Hipotecaria, tuvieron por objeto la aplica-
ción a dicho procedimiento de las mínimas garantías que cualquier admi-
nistrado ha de disfrutar frente a una Administración cuando se relaciona 
con ella; así, debe recordarse una vez más, que los Registros de la Propie-
dad, Mercantiles y de Bienes Muebles, son Administración a estos efectos.

Por ello, se modificó la Ley Hipotecaria en el sentido de exigir, por 
ejemplo, que la calificación negativa se motivara (párrafo segundo del 
artículo 19 bis de la Ley Hipotecaria), de modo que en dicha calificación 
se hicieran constar íntegramente las causas suspensivas o denegatorias y 
su motivación jurídica ordenada en hechos y fundamentos de derecho.

Resulta palmario, por tanto, que el Legislador pretendió aplicar a la 
calificación del Registrador las mismas exigencias que pesan sobre cual-
quier órgano administrativo cuando dicta un acto administrativo, pues es 
evidente el paralelismo existente entre dicho artículo 19 bis de la Ley 
Hipotecaria y, por ejemplo, los artículos 54 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común y 103.3 de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria.

En consecuencia, lo primero que procede destacar es que sobre el 
Registrador pesa el deber ineludible de motivar su calificación cuando es 
de carácter negativo, pues su consecuencia no supone sino la denegación 
de un derecho del ciudadano –inscripción del hecho, acto o negocio jurí-
dico documentado en el título-. Por ello, deben exigirse al funcionario cali-
ficador, en orden al cumplimiento de su deber de motivar la calificación, las 
mismas exigencias y requisitos que a cualquier órgano administrativo y que 
se resumen, esencialmente, en dos: la denominada tempestividad (esto es, 
que sea oportuna en tiempo) y la suficiencia de la motivación ofrecida.

Por lo que este segundo requisito se refiere, esta Dirección General, en 
las Resoluciones de 23 de enero, 8 de febrero y 17 de noviembre de 2003, 
14, 15, 17, 20, 21 y 22 de septiembre, 14, 15, 18, 19, 20, 21 y 22 de octubre 
de 2004 y 10 de enero de 2005, entre otras más recientes reseñadas en los 
«Vistos» de la presente, ha acotado qué debe entenderse por suficiencia 
de la calificación negativa, con plena aplicación de la jurisprudencia del 
Tribunal Supremo que ha interpretado tanto el artículo 43 de la venerable 
Ley de Procedimiento Administrativo, de 17 de julio de 1958, como el 
artículo 54 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

En el presente caso, aun cuando la excesiva parquedad de los funda-
mentos de derecho expresados en la calificación impugnada pudiera lle-
var a la conclusión de su insuficiente motivación, con la lógica conse-
cuencia de la anulación de la calificación y la devolución del expediente 
al funcionario calificador, para que ésta volviera a calificar el título pre-
sentado cumpliendo con la exigencia de motivación, lo cierto es que 
según, viene admitiendo este Centro Directivo, conforme a la doctrina del 
Tribunal Supremo, cabe decidir sobre el fondo del recurso cuando la inte-
gridad del expediente así lo permita (Sentencias de 3 de octubre de 1988, 30 
de diciembre de 1989 y 2 de marzo de 1991); todo ello, en aras de evitar 
una dilación innecesaria, con el consiguiente daño al interesado en la 
inscripción.

2. Por lo que a la cuestión de fondo se refiere, se trata de una escri-
tura de ampliación de préstamo y consiguiente modificación de la hipo-
teca que lo garantiza, en la cual, tras hacer constar las distintas cantidades 
que por los diferentes conceptos (capital, intereses remuneratorios, inte-
reses moratorios, costas y gastos del procedimiento) pasa a responder la 
finca por la parte ampliada del préstamo (artículo 12 de la Ley Hipoteca-
ria y Resoluciones de este Centro Directivo de 17 de enero y 8 de junio 
de 2002), se consigna a continuación la responsabilidad hipotecaria total, 
tras la ampliación efectuada, volviendo a distinguir las cantidades corres-
pondientes a los distintos conceptos, «por el préstamo primitivo» y «por 
la ampliación efectuada en la presente». El Registrador deniega la inscrip-
ción porque «no se determina con precisión las nuevas responsabilidades 
objeto de la garantía».

El defecto expresado no puede ser mantenido. Cierto es que hubiera 
sido deseable que tras la especificación de la parte de responsabilidad 
hipotecaria correspondiente al préstamo inicial y a la parte ampliada del 
mismo, se hubiera consignado la total resultante por la suma de ambas, 
pero no puede mantenerse que con la fórmula finalmente empleada, no 
puede entenderse determinadas con precisión las nuevas responsabilida-
des objeto de la garantía, toda vez que para ello, basta realizar una simple 
operación matemática sumatoria por parte del funcionario calificador, 
pues como ya dijera este Centro Directivo en diversas resoluciones (vid. 
por todas la de 25 de junio de 2.001) el Registrador no puede modificar ni 
integrar o configurar el contrato en todos sus aspectos, pero si interpre-
tarlo en la búsqueda de la verdadera voluntad de las partes, insuficiente u 
oscuramente expresada, la cual debe realizarse en todo caso, y, salvo que 
se exija la constancia expresa en el título de cierta circunstancia o dato 
esencial para la valida constitución de la relación o derecho de que se 
trate (cfr, por ejemplo, artículo 54 Reglamento Hipotecario sobre determi-
nación de cuotas de los condominos) será posible inducir tal circunstan-
cia o dato en caso de omisión expresa, aplicando las pautas del Código 
Civil sobre interpretación de los negocios, lo que no ha de confundirse 
con la conjetura o presuposición de voluntad sin base alguna. De esa 
forma se evita la reiteración de trámites costosos e innecesarios y que no 
proporcionan garantías adicionales, manteniendo con ello la validez de 
los actos jurídicos en la medida en que no lesionen ningún interés legí-
timo, así como la necesidad de facilitar la fluidez del tráfico jurídico, todo 
lo cual debe conducirnos a convenir en la improcedencia de elevar la 
discrepancia debatida a la categoría de defecto obstativo de la inscripción 
de la escritura calificada.

Esta Dirección General ha acordado estimar el recurso interpuesto.
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Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir 
mediante demanda ante el Juzgado de lo Civil de la capital de la provincia 
del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su noti-
ficación, siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo ello con-
forme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 13 de octubre de 2006. La Directora General de los Registros y 
del Notariado, Pilar Blanco-Morales Limones. 

 19569 RESOLUCIÓN de 13 de octubre de 2006, de la Secretaría 
de Estado de Justicia, por la que se conceden subvenciones 
a asociaciones profesionales de Fiscales y de Secretarios 
Judiciales.

Por Orden JUS/1931/2004, de 8 de junio («BOE» del 22), se estable-
cen las bases reguladoras de la concesión de subvenciones a las asocia-
ciones profesionales de fiscales y secretarios judiciales, y por Resolu-
ción de 27 de marzo de 2006 («BOE» de 7 de abril), de la Secretaría de 
Estado de Justicia, se convocan subvenciones para dichas asociaciones, 
se establecen los plazos y los demás requisitos para la concesión de las 
mismas.

La Ley de Presupuestos Generales del Estado para 2006 establece, con 
cargo al presupuesto del Ministerio de Justicia, en el concepto presupues-
tario 486 del programa 112A del Servicio 02, la cuantía máxima de estas 
subvenciones destinadas a la financiación de actividades y estudios que 
realicen las asociaciones profesionales de fiscales y secretarios judiciales 
legalmente constituidas que tengan por finalidad la mejora del servicio 
público de la Justicia en general y, en particular, las que tengan por objeto 
una participación activa en los proyectos de reforma de la Justicia.

La cuantía total máxima dentro de los créditos disponibles asciende 
a 89.400 euros para el año 2006 y para actividades de ese mismo período.

De acuerdo con lo previsto en la mencionada Resolución, y dentro del 
plazo establecido en la misma, presentaron solicitud las siguientes asocia-
ciones, reuniendo todas ellas los requisitos exigidos en las bases cuarta y 
quinta de la citada Resolución de 27 de marzo de 2006:

Unión Progresista de Fiscales (en adelante, UPF).
Asociación de Fiscales (en adelante, AF).
Unión Progresista de Secretarios Judiciales (en adelante, UPS).
Colegio Nacional de Secretarios Judiciales (en adelante, CNS).

Vista la propuesta de Resolución del órgano colegiado a que se refiere 
el artículo 22 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subven-
ciones, y previa la fiscalización favorable de la Intervención Delegada en 
el Departamento resuelvo:

Dividir la cuantía de la subvención en partes iguales para cada colec-
tivo, correspondiendo, por tanto, 44.700 euros a las asociaciones profe-
sionales de fiscales y 44.700 euros a las asociaciones de secretarios judi-
ciales, y hacer un reparto proporcional en relación con la puntuación 
obtenida siguiendo los criterios de valoración y ponderación establecidos 
en la base sexta de la Resolución de 27 de marzo.

Conceder a la asociación «UPS» la cantidad de 19.867 euros, al obtener:

Por el criterio a) (números de asociados): 2 puntos, ya que cuenta con 
un total de 513 asociados, constituyendo éstos el 14,54 por 100 del total 
del colectivo de secretarios judiciales.

Por el criterio b) (vinculación de las actividades propuestas con el objeto 
de mejora y modernización del servicio público de la Justicia): 3 puntos, en 
atención al contenido de IX Congreso Nacional de la Asociación.

Por el criterio c) (medidas empleadas para el desarrollo de las activi-
dades propuestas, tales como equipo humano y técnico, instalaciones): 3 
puntos, por la publicación y anuncios de sus jornadas y reuniones a través 
de carteles, inserciones en programas y otros medios de difusión gráfica.

Por tanto, la puntuación total obtenida es de 8 puntos.

Conceder a la asociación «CNS» la cantidad de 24.833 euros, al obtener:

Por el criterio a) (números de asociados): 3 puntos, ya que cuenta con 
un total de 1.070 asociados, constituyendo el 30,26 por 100 del total del 
colectivo de secretarios judiciales.

Por el criterio b) (vinculación de las actividades propuestas con el 
objeto de mejora y modernización del servicio público de la Justicia): 4 
puntos, dada la multitud de jornadas y actividades realizadas.

Por el criterio c) (medidas empleadas para el desarrollo de las activi-
dades propuestas, tales como equipo humano y técnico, instalaciones): 3 
puntos, al contar con un despacho en la sede del Tribunal Supremo, así 
como personal auxiliar, teléfono, fax, etc.

Por tanto, la puntuación total obtenida es de 10 puntos.

Conceder a la asociación de fiscales «UPF» la cantidad de 18.625 
euros, al obtener:

Por el criterio a) (números de asociados): 1 punto, al contar con un 
total de 207 asociados, constituyendo el 11,04 por 100 del colectivo del 
cuerpo fiscales.

Por el criterio b) (vinculación de las actividades propuestas con el 
objeto de mejora y modernización del servicio público de la justicia): 3 
puntos, por los contenidos a tratar en su Congreso anual que lleva por 
título «El Ministerio Fiscal en el Estado de las Autonomías», y su participa-
ción en la labor del Centro de Estudios Jurídicos y en proyectos interna-
cionales como MEDEL (organización europea de jueces y magistrados).

Por el criterio c) (medidas empleadas para el desarrollo de las activi-
dades propuestas, tales como equipo humano y técnico, instalaciones): 1 
punto, al carecer de medios, salvo los propios asociados y un teléfono 
móvil.

Por tanto, la puntuación obtenida es de 5 puntos.

Conceder a la asociación de fiscales «AF» la cantidad de 26.075 euros, 
al obtener.

Por el criterio a) (números de asociados): 2 puntos, al contar con un 
total de 323 asociados, constituyendo el 17,23 por 100 del total del colec-
tivo del cuerpo de fiscales.

Por el criterio b) (vinculación de las actividades propuestas con el 
objeto de mejora y modernización del servicio público de la justicia): 3 
puntos por la celebración del congreso y la publicación de la revista (con 
clara vocación de difusión superior a la de su número de asociados) y su 
participación en futuros proyectos que afecten a la carrera fiscal y pro-
puestos de actuaciones conjuntas.

Por el criterio c) (medidas empleadas para el desarrollo de las activi-
dades propuestas, tales como equipo humano y técnico, instalaciones): 2 
puntos, al contar con una oficina, así como una persona contratada 
(administrativa) y teléfono.

Por tanto, la puntuación total obtenida es de 7 puntos.

Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía administrativa, 
podrá interponerse potestativamente recurso de reposición ante el Secre-
tario de Estado de Justicia en el plazo de un mes, o recurso contencio-
so-administrativo ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la 
Audiencia Nacional en el plazo de dos meses, a tenor de lo dispuesto en la 
Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la jurisdicción contencioso-ad-
ministrativa.

Madrid, 13 de octubre de 2006.–El Secretario de Estado de Justicia, 
Luis López Guerra. 
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Nacional de Estadística, por la que se convocan becas de 
posgrado en estadística.

La Orden del Ministerio de Economía ECO/2594/2003, de 24 de julio 
(«Boletín Oficial del Estado» de 20 septiembre de 2003), por la que se 
aprueban las bases reguladoras para la concesión por el Instituto Nacio-
nal de Estadística de becas de posgrado en estadística, establece que la 
convocatoria de dichas becas se efectúe mediante Resolución de la Presi-
dencia de dicho organismo publicada en el «Boletín Oficial del Estado».

En consecuencia, esta Presidencia convoca, en régimen de concurren-
cia competitiva, doce becas de posgrado en estadística de acuerdo con las 
siguientes bases:

Primera. Objeto de la Convocatoria.–La presente Convocatoria tiene 
por objeto la concesión de 12 becas para Titulados Superiores Universita-
rios con la finalidad de fomentar y promocionar la investigación estadís-
tica, así como el desarrollo e implantación de procesos estadísticos, 
mediante la formación de posgraduados.

Segunda. Duración.–El período de disfrute de cada una de las becas 
será de doce meses, iniciándose el día 1 de enero de 2007 y finalizando el 31 
de diciembre de 2007.

Todas o algunas de las becas que se concedan al amparo de la presente 
convocatoria, podrán ser prorrogadas, por periodos semestrales hasta 
completar un periodo total de veinticuatro meses, previa propuesta moti-
vada del tutor de la acción formativa y condicionada a las disponibilidades 
presupuestarias, elevada a la Presidencia del INE para su Resolución.


